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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2016.  

Comparece la Lcda. Sandra Torres López (apelante) y nos 

solicita que revoquemos la sentencia emitida y notificada el 25 de 

septiembre de 2015, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan. Por medio del referido dictamen, el foro de 

primera instancia desestimó la demanda de injunction preliminar y 

permanente, así como la petición de sentencia declaratoria, presentada 

por la apelante en contra del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

(ELA), el Gobernador del ELA, Hon. Alejandro García Padilla y el 

Lcdo. Javier Rúa Jovet. Evaluado el recurso, confirmamos la 

sentencia apelada.  

El 17 de agosto de 2015, la apelante presentó demanda en la 

cual solicitó que se determinara que, en virtud de la Ley Núm. 11-
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2013, el Gobernador no tiene autoridad para dejar sin efecto el 

nombramiento de la Presidenta de la Junta Reglamentadora de 

Telecomunicaciones (Junta), porque ésta tiene un interés propietario 

sobre dicho puesto que no cesó con la implementación de dicha Ley. 

Asimismo, solicitó que se determinara que el Gobernador no tenía 

autoridad para nombrar a un nuevo Presidente de la Junta ya que la 

apelante fue nombrada por un término de seis (6) años que vence en 

noviembre de 2015. Ante ello, solicitó que se le reinstalara como 

Presidenta de la Junta.   

La apelante fue nombrada como Presidenta de la Junta el 16 de 

noviembre de 2009 por un término fijo de seis (6) años a tenor de las 

disposiciones de la Ley Núm. 213-1996, conocida como la Ley de 

Telecomunicaciones de Puerto Rico, 27 L.P.R.A. sec. 267 et seq. Sin 

embargo, el 26 de abril de 2013 se promulgó la Ley Núm. 11-2013, la 

cual enmendó a la Ley Núm. 213-1996, supra, para establecer, entre 

otros, que el cargo de Presidente de la Junta sería de libre remoción 

por parte del Gobernador. Ello resultó en que el Gobernador 

nombrara, con consentimiento del Senado de Puerto Rico, al Lcdo. 

Rúa como nuevo Presidente de la Junta. Al respecto, la apelante 

sostuvo que el referido nombramiento fue ilegal y en violación de su 

debido proceso de ley.  

El 2 de septiembre de 2015, el ELA por sí y en representación 

del Gobernador, así como el Lcdo. Rúa, presentaron solicitudes de 

desestimación y/o sentencia sumaria. El ELA arguyó que en el 

ejercicio de su poder constitucional de reorganizar departamentos del 

ejecutivo se aprobó  la Ley Núm. 11-2013, supra¸ mediante la cual se 

derogó la posición de Presidenta que ocupaba la apelante. Hasta 
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entonces, dicho cargo debía ser ocupado por un Miembro Asociado de 

la Junta. Sin embargo, el ELA argumentó que la Ley Núm. 11-2013, 

supra, creó un puesto de presidente de la Junta separado y distinto al 

puesto de Miembro.  

De otra parte, el ELA alegó que la apelante no tiene un interés 

propietario en el puesto porque bajo el nuevo ordenamiento el mismo 

reviste funciones puramente ejecutivas. A la vez, señaló que no se 

debe hablar de violación al debido proceso de ley, pues la apelante 

continuaba fungiendo como Miembro Asociada de la Junta realizando 

funciones cuasi-judiciales y cuasi-legislativas; además, seguía 

devengando el mismo sueldo que devengaba cuando era Presidenta e 

incluso recibía beneficios marginales que antes no recibía. 

Finalmente, argumentó que la apelante no cumple con los requisitos 

del injunction, ante la inexistencia de un daño irreparable. Por su 

parte, el Lcdo. Rúa levantó la defensa de impedimento colateral por 

sentencia, alegando que la controversia que trae la apelante a la 

atención del tribunal fue resuelta por el Tribunal del Distrito Federal 

de Puerto Rico mediante Opinion and Order emitida el 12 de junio de 

2015.  

Posteriormente, el ELA presentó una moción suplementaria de 

desestimación por vía de la cual argumentó que la controversia ante la 

consideración del foro de instancia se había tornado académica, ya 

que el nombramiento de la apelante venció el 12 de septiembre de 

2015. Ante ello, esgrimió que resolver el caso en los méritos 

constituiría una opinión consultiva. El 18 de septiembre de 2015, la 

apelante presentó su oposición y el 25 de septiembre de 2015 el foro 
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de instancia dictó la sentencia objeto del recurso ante nuestra 

consideración. Entre los hechos estipulados destacan los siguientes:  

 La demandante Sandra Torres López, fungió como 

Presidenta de la Junta Reglamentadora de 

Telecomunicaciones de Puerto Rico (JRT) con fecha de 

efectividad del 16 de noviembre de 2009. 

 La licenciada Torres López sustituyó al Lcdo. Miguel 

Reyes Dávila, quien fue nombrado como Presidente el 8 

de enero de 2004. 

 Al presente, la demandante realiza funciones como 

Miembro Asociada de la JRT y devenga el mismo 

salario y tiene los mismos beneficios que cuando 

realizaba las funciones del cargo de presidenta. 

 La sección 10 del Artículo VI de la Constitución de 

Puerto Rico, dispone que “[n]inguna ley prorrogará el 

término de un funcionario… después de su elección o 

nombramiento.” 

 Luego de promulgada la nueva ley, las facultades cuasi-

judiciales y cuasi-legislativas de la demandante se 

mantuvieron inalteradas, con excepción de aquellas 

inherentes al cargo de Presidente.  
 

Por otro lado, el tribunal realizó siete (7) determinaciones de 

hechos basados en los documentos estipulados que acompañaban la 

moción conjunta presentada por las partes. Entre estos hechos 

destacan los siguientes:  

 El ex gobernador, Luis G. Fortuño, emitió la carta de 

certificación o credencial de nombramiento de la 

demandante, como Presidenta de la JRT mediante 

documento fechado 16 de noviembre de 2009.  Del 

documento, estipulado, se desprende que se le extendió 

el “nombramiento como Presidenta de la Junta 

Reglamentadora de Telecomunicaciones de Puerto Rico, 

por un término que vence el 12 de septiembre de 2015.” 

 La demandante sustituyó al Lcdo. Miguel Reyes Dávila, 

quien fue nombrado como Presidente y Miembro 

Asociado el 8 de enero de 2004, para un término que 

venció el 12 de septiembre de 2009.  

 

De otra parte, el tribunal destacó que la apelante fue nombrada 

como Presidenta de la Junta bajo las disposiciones de la Ley Núm. 

213-1996, supra. En particular, señaló que el Capítulo II, Artículo 3, 

inciso (b), dispone los sucesores de miembros de la Junta, ya sean 

Miembros Asociados o el Presidente, serán nombrados por un término 



 
 
KLAN201501847 

 

5 

de seis (6) años, que se contará a partir de la fecha de vencimiento del 

término anterior. 27 L.P.R.A. sec. 267b. Por lo tanto, concluyó que 

conforme a la fecha de vencimiento de su antecesor y el contenido de 

la carta de certificación de su nombramiento, el término de la apelante 

de seis años como Presidente de la Junta venció el 12 de septiembre 

de 2015.   

Ante ello, determinó que la controversia ante su consideración 

se tornó académica pues el único remedio solicitado por la apelante 

fue la restitución a su puesto. De tal forma, cualquier otro 

pronunciamiento que realizara constituiría una opinión consultiva. 

Conforme a ello, desestimó la demanda incoada por la apelante. 

Inconforme con el referido dictamen, la apelante acude ante nos y 

señala que el foro de instancia erró al resolver bajo el criterio de 

academicidad.  

Este caso plantea el principio de justiciabilidad como cuestión 

de umbral. PPD v. Peña Clos I, 140 DPR 779 (1996). Es decir, la 

doctrina de academicidad es parte del concepto de justiciabilidad 

atinente a la revisión judicial. Misión Ind. P.R. v. Junta de 

Planificación, 146 DPR 64 (1998). Una controversia es justiciable si 

la misma es: “(1) tan definida y concreta que afecte las relaciones 

jurídicas entre las partes que tienen un interés jurídico antagónico; (2) 

que el interés sea real y substancial y que permita un remedio 

específico mediante una sentencia de carácter concluyente; y 

finalmente (3) si la controversia es propia para una determinación 

judicial, ya que se distingue de una disputa de carácter hipotético o 

abstracto, y de un caso académico o ficticio.” Asoc. Foto Periodistas 

v. Rivera Schatz, 180 DPR 920, 932 (2011).  
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Luego, un asunto no es justiciable si, comenzado un pleito, 

hechos posteriores lo convierten en académico o inoficioso; una de las 

partes no tiene capacidad para promover el pleito; las partes buscan 

sólo una opinión consultiva; un pleito es promovido por las partes sin 

estar maduro; o cuando trata de resolver una cuestión política. Id.; 

Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 406 (1994). En particular 

sobre la doctrina de academicidad, se ha establecido que existen 

varias razones por las cuales un caso se puede tornar académico, a 

saber: (1) cuando se intenta obtener un fallo sobre una controversia 

inexistente; (2) cuando se establece una determinación de un derecho 

antes de que éste sea reclamado; o (3) cuando la adjudicación del 

asunto en controversia no tendrá efectos prácticos. E.L.A. v. Aguayo, 

80 DPR 552 (1958). Al determinar si un caso es académico se debe 

evaluar cuidadosamente la relación existente de los sucesos que 

provocaron la iniciación del pleito y la disputa actual. Asoc. de 

Periodistas v. González, 127 DPR 704 (1991). Por tanto, se entiende 

que un caso es académico cuando “se trata de obtener un fallo sobre 

una controversia disfrazada, que en realidad no existe, o una 

determinación de un derecho antes de que éste haya sido reclamado o 

una sentencia sobre un asunto, que al dictarse, por alguna razón no 

podrá tener efectos prácticos sobre una controversia existente”. S.L.G. 

Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 DPR 133, 151 (2011); San 

Gerónimo Caribe Project v. ARPE, 174 DPR 640, pág. 652.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado 

reiteradamente que un caso se convierte en académico cuando se 

pierde su condición de controversia viva y presente con el paso del 

tiempo. Asoc. Foto Periodistas v. Rivera Schatz, supra, a la pág. 933; 
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Empresas Puertorriqueñas de Desarrollo, Inc. v. H.I.E.T.E.L., 150 

DPR 924, (2000). Así, para que un caso se conserve justiciable 

requiere que exista una controversia genuina entre las partes durante 

todas las etapas del procedimiento adversativo, incluyendo también 

las etapas apelativas o revisoras. Báez Díaz v. E.L.A., 179 DPR 

605  (2010). Es por ello, que una vez queda establecido que una 

controversia se ha convertido en académica por la inexistencia de 

posturas adversativas entre los intereses que persiguen las partes, los 

tribunales están impedidos de considerar el caso en sus méritos. 

Comisión Estatal de Elecciones v. Departamento de Estado, 134 DPR 

927 (1993).  

Sin embargo, existen ciertas excepciones a la doctrina de 

academicidad que permiten a los tribunales intervenir en asuntos cuya 

controversia aparenta haberse disipado. Moreno v. Pres. U.P.R. II, 

178 DPR 969 (2010); López Tirado v. Testigos de Jehová, 177 DPR 

893 (2010). Específicamente, los tribunales podrán atender una 

controversia “cuando se plantea una cuestión recurrente y capaz de 

evadir la revisión judicial; cuando el demandado ha modificado la 

situación de hechos, pero el cambio no aparenta ser permanente; y 

cuando algunos aspectos de la controversia se han tornado académicos 

pero persisten importantes efectos colaterales”. López Tirado v. 

Testigos de Jehová, supra, a la pág. 908.  

En el presente caso, la apelante fue nombrada durante la 

vigencia de la Ley Núm. 213-1996, supra, la cual en su Capítulo II, 

Artículo 3 (b) dispone lo siguiente:  

(b)  Los primeros miembros nombrados en virtud de esta Ley, 

ocuparán sus cargos por los siguientes términos:  El Presidente 

por siete (7) años, un (1) miembro asociado por cinco (5) años, 
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y un (1) miembro asociado por tres (3) años. Sus sucesores 

serán nombrados por un término de seis (6) años.  Cualquier 

persona escogida para llenar una vacante será nombrada 

solamente por el término no vencido del miembro a quien 

sucede.  Al vencimiento del término de cualquier miembro, 

éste podrá continuar en el desempeño de sus funciones hasta 

que haya sido nombrado su sucesor y éste haya tomado 

posesión de su cargo.  Los términos se contarán a partir de la 

fecha de vencimiento del término anterior.  

 

Conforme a las determinaciones de hechos realizadas por el 

foro de instancia, las cuales desde luego merecen deferencia por parte 

de este foro, surge que el término del predecesor de la apelante venció 

el 12 de septiembre de 2009.  Por tanto, es partir de ese momento que 

se comienza a computar el término de seis (6) años de la apelante 

como Presidenta de la Junta. De tal manera, queda claro que su 

nombramiento venció el 12 de septiembre de 2015, tal como surge de 

su carta de nombramiento. Por tanto, al ser la reinstalación a su puesto 

el remedio que buscaba la apelante y el término del mismo haber 

expirado, su reclamación se tornó académica, tal y como lo dispuso el 

foro de primera instancia.  

Si dicho foro hubiera emitido otro dictamen que no fuera la 

desestimación del caso, estaríamos ante una opinión consultiva, 

definida como el dictamen que realiza un tribunal cuando no tiene 

ante sí un caso justiciable, por lo que su resultado no es obligatorio. 

Esta doctrina “intenta evitar que se produzcan decisiones en el vacío, 

en el abstracto, o bajo hipótesis de índole especulativa, ya que no es 

función de los tribunales actuar como asesores o consejeros.” Ortiz 

Rivera v. Panel F.E.I., 155 DPR 219, 251 (2001).  

Por las consideraciones antes expuestas, se confirma la 

Sentencia del Tribunal de Primera Instancia. 
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


